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BOLETIN 527‑10 (S)

INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA, RECAIDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO QUE PROPONE APROBAR EL "CONVENIO BASICO DE COOPERACION PARA EL DESARROLLO DE LAS TELECOMUNICACIONES", SUSCRITO ENTRE CHILE Y PARAGUAY, EL 20 DE FEBRERO DE 1991.

HONORABLE CAMARA:

Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros el proyecto de acuerdo señalado en el título, sometido a la consideración de la H. Corporación, en segundo trámite constitucional.

I. ANTECEDENTES ,GENERALES.

1.‑ El 20 de febrero de 1991, los Gobiernos de Chile y del Paraguay suscribieron, en Asunción, un tratado bilateral de cooperación para el desarrollo de las telecomunicaciones, que viene a sumarse a los diversos tratados bilaterales vigentes entre ambos países.

Estos instrumentos, suscritos bajo la forma de convenios básicos, son, por su contenido normativo, promesas solemnes de cooperación bilateral en los que los Gobiernos enuncian, en términos muy amplios,

las acciones que impulsarán durante la vigencia del tratado, para lo cual deciden en celebrar acuerdos complementarios que determinarán los proyectos específicos de cooperación que serán ejecutados por intermedio de las Administraciones Nacionales de Telecomunicaciones o de las empresas operadoras de servicios de telecomunicaciones de cada Estado.

2.‑ Conforme al artículo 6° del decreto ley Nº 1.762, de 1977, la Administración Chilena de Telecomunicaciones es el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a través de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Por otra parte, las empresas de explotación reconocidas en nuestro país son:

Télex Chile S.A.; Compañía de Teléfonos de Chile S.A.; Texcom S.A., y VTR S.A.

3.‑ Este nuevo tratado bilateral chileno‑paraguayo, suscrito bajo la denominación de "Convenio Básico de Cooperación para el Desarrollo de las Telecomunicaciones", fue aprobado por unanimidad en el H. Senado, tanto en sus Comisiones de Relaciones Exteriores y Transportes, Unidas, como en su Sala.

La cooperación en él convenida es, técnicamente, la misma que nuestro país ha acordado con diversos países, entre ellos, varios latinoamericanos, tales como Colombia, 1983; Perú y Uruguay, en 1984, y Ecuador, 1985. El Convenio celebrado con Venezuela, en 1990, ha sido recientemente aprobado por el Congreso Nacional y se encuentra próximo a ser promulgado. De esta manera, el contenido normativo de estos tratados bilaterales es, mutatis mutandi, el mismo.

4.‑ En su mensaje el Presidente de la República señala que este Convenio se enmarca, como muchos otros suscritos en este último tiempo, dentro de la política del Gobierno, en orden a ampliar, en todos los ámbitos, las relaciones con la comunidad internacional y, en especial, con los países latinoamericanos.

II. RESEÑA DEL TRATADO EN TRAMITE.

Este instrumento, del cual se adjunta una copia como documento anexo de este informe, consta de seis artículos, que, en lo sustancial, disponen lo siguiente:

En el artículo I, los Gobiernos de Chile y del Paraguay, en adelante denominados en este informe las "Partes Contratantes", conforme al primer párrafo del preámbulo del tratado, se comprometen a procurar poner en ejecución o continuar explotando servicios de telefonía, telegrafía, télex y otros servicios de telecomunicaciones, aprovechando los adelantos técnicos que se producen en este campo, para lo cual recurrirán a los medios de que disponen sus respectivas Administraciones en su caso, o las empresas de explotación reconocidas que operan en sus respectivos Países.

En el artículo II, el Gobierno de Chile designa a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, como organismo técnico y de enlace para el efecto de dar cumplimiento al Convenio; así como el Gobierno del Paraguay designa a la Administración Nacional de Telecomunicaciones, ANTELCO.

Por lo señalado entre los antecedentes generales de este informe, la designación chilena es concordante con lo dispuesto en el artículo 6% del decreto ley Nº 1.762, de 1977.

El artículo III señala que las Partes Contratantes realizarán "los mejores esfuerzos", en lo esencial, para lo siguiente:

a) Establecer y mantener sus respectivas instalaciones de telecomunicaciones en perfectas condiciones de funcionamiento y operación.

b) Proporcionar los servicios de telecomunicaciones observando la normativa internacional emanada de la Unión Internacional de Telecomunicaciones o de la Conferencia Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL) y respetando las leyes internas de cada una de las Partes.

c) Concertar acuerdos operativos conjuntos para fortalecer el desarrollo de las telecomunicaciones; especialmente en el área de  la cooperación técnica, investigación y desarrollo, complementación industrial y formación y capacitación de recursos humanos.

d) Definir posiciones comunes para participar en las organizaciones internacionales de telecomunicaciones, particularmente en la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT) y en la Conferencia Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL).

   En dichas organizaciones, de carácter universal y regional, respectivamente, Chile y Paraguay participan como Estados miembros.

e) Comprometerse a apoyar y fortalecer a la Agencia Intergubernamental de Telecomunicaciones de la Organización de Estados Americanos (OEA) o la que a futuro pueda crearse.

f) Llevar a cabo cualquier otro proyecto de cooperación en el área de las telecomunicaciones.

En el artículo IV las Partes Contratantes convienen en que los organismos mencionados en el artículo II: esto es, la Subsecretaría de Telecomunicaciones, por Chile, y ANTELCO, por Paraguay, podrán celebrar los acuerdos operativos que sean necesarios para materializar sus esfuerzos de cumplir el Convenio.

En el artículo V se autoriza a las empresas de explotación reconocidas que operan en ambos Países, a celebrar los acuerdos operativos que conduzcan a realizar los esfuerzos comprometidos en el artículo III, sujetos a la aprobación de la Subsecretaría de Telecomunicaciones o de ANTELCO, según el caso, cuando la legislación interna vigente lo requiera.

En el artículo VI se dispone que el Convenio regirá indefinidamente, a partir de la fecha de la última notificación de una de las Partes en que comunique a la otra su aprobación de acuerdo a su legislación interna. Se autoriza, además, su denuncia con una antelación de doce meses.

En nuestro país, las disposiciones de este Convenio inciden en las funciones y atribuciones de un servicio público, como la Subsecretaría de Telecomunicaciones, que son materias de ley conforme lo dispuesto por el Nº 2 del artículo 62 de la Constitución Política; y, además, este instrumento ha sido suscrito con cláusula de ratificación, de manera que por dichas razones él debe ser aprobado por el Congreso Nacional para que pueda ser ratificado e incorporado al orden jurídico interno.

III. DECISIONES DE LA COMISION.

A.‑ Durante el estudio de esta iniciativa, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana obtuvo los informes siguientes:

1) Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, quien, sustancialmente, señala que las empresas privadas de explotación de servicios de telecomunicaciones no verán entorpecido su actuar en virtud de este Convenio. Agrega que, por el contrario, pueden verse favorecidos por la ampliación de mercados al suscribir acuerdos específicos de intercambios de tecnologías, consultorías y comercialización de servicios.

2) De la Empresa Nacional de Telecomunicaciones S.A., ENTEL Chile, la que señala, sustancialmente, que:

.

‑ El espíritu que anima al Convenio Básico en informe es absolutamente coincidente con la política permanente de colaboración y cooperación que ha mantenido ENTEL con respecto a los países latinoamericanos, mediante cursos de capacitación a especialistas del Continente en materias técnicas, administrativas y financieras relativas a empresas de telecomunicaciones;

‑ ENTEL está atenta y participando en el proceso de privatización de distintos segmentos del sector de las telecomunicaciones y dentro de estas alternativas ve con interés la probable apertura del mercado de telecomunicaciones del Paraguay.

3) De VTR Telecomunicaciones S.A., la que expresa, en lo esencial, que estas iniciativas pueden traer importantes beneficios al sector de las telecomunicaciones, en la medida en que sus propósitos se concreten.

4) De CIDCOM Celular: la que opina, en lo principal, que las normas del Convenio, relativas a los acuerdos operativos entre empresas de explotación reconocida en ambos Países (Art. V), y al compromiso para apoyar y fortalecer la acción de la Agencia Intergubernamental de Telecomunicaciones de la OEA (letra E del Art. III), podrían atentar en contra de la globalización de los mercados de las telecomunicaciones y, por lo tanto, serían retardadoras del desarrollo de estos servicios en el país.

Las observaciones de mérito que esta empresa plantea, suponen que la H. Cámara tiene

un poder de enmienda del tratado, lo que, en nuestro ordenamiento constitucional, no es posible al tenor del Nº 1 del artículo 50 de la Constitución.

Por otra parte, vuestra Comisión pudo constatar en su estudio, que este tratado bilateral no contempla normas que se opongan al orden jurídico interno.

En consecuencia, decidió, por unanimidad, recomendaros su aprobación para lo cual os propone adoptar el artículo único del proyecto de acuerdo sometido a vuestra consideración en los mismos términos en que lo hizo el H. Senado; esto es, de la manera siguiente:

"Artículo único.‑ Apruébase el "Convenio Básico de Cooperación para el Desarrollo de las Telecomunicaciones", suscrito en Asunción, entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y del Paraguay, el 20 de febrero de 1991.".

B.‑ La Comisión acordó, por unanimidad, designar Diputado Informante, al H. Diputado ROCHA MANRIQUE, don JAIME.


Acordado en sesiones celebradas el 10 de marzo; el 7 de abril; el 4 y 11 de agosto, y el 6 de octubre de 1992, con la asistencia de los señores Dupré Silva, don Carlos (Presidente de la Comisión); Caminondo Sáez, don Carlos; Faulbaum Mayorga, don Dionisio; Horvath Kiss, don Antonio; Kuzmicic Calderón, don Vladislav¡ Le Blanc Valenzuela, don Luis;
Longton Guerrero, don Arturo; Maluenda Campos, doña María; Mekis Martínez, don Federico; Morales Adriasola, don Jorge; Pizarro Mackay, don Sergio; Ribera Neumann, don Teodoro; Rocha Manrique, don Jaime y Yunge Bustamante, don Guillermo.

SALA DE LA COMISION, a 6 de octubre de 1992.

FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA,

 Secretario de la Comisión.
